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La apuesta programática de LALIS reivindica toda iniciativa social, política y de 

acción colectiva tendiente a la materialización de la justicia social y ambiental para 

la superación de cadenas de desigualdad y exclusión en diversos órdenes. En 

nuestra propuesta, lo popular, lo público, el cuidado, las transformaciones y la 

defensa de la democracia plena; constituyen un horizonte de sentido en el que las 

juventudes y las mujeres son actores protagónicos. 

 

En esta perspectiva el derecho a la ciudad como un marco de referencia y un 

modelo en constante disputa, es el eje rector de toda nuestra acción política y 

organizativa. Desde este horizonte de trabajo, nos proponemos evidenciar el rol de 

lo urbano en los procesos de acumulación capitalista y con esto construir caminos 

de entendimiento y acción colectiva para la transformación de las lógicas de la 

desigualdad y la exclusión.   

 

En este mismo sentido, se propende por un ordenamiento territorial en armonía con 

la naturaleza y la ruralidad, que tiene en su centro el agua y el respeto de la vida en 

todas sus formas. Por lo anterior, esta concepción plantea la conexión y 

dependencia entre lo urbano – rural como fuente de desarrollo y sostenibilidad. Es 

decir, sin lo rural las ciudades no tienen futuro. 

 

En este orden de ideas, nuestra plataforma de acción política prioriza para este largo 

proceso colectivo de búsqueda de cambios profundos, las siguientes banderas:  

 

1. FORTALECIMIENTO DE LA ECONOMÍA POPULAR Y EL 

COOPERATIVISMO CON ENFOQUES DIFERENCIALES PARA MUJERES 

Y JÓVENES. 

 

2. FOMENTO Y FORTALECIMIENTO DEL TEJIDO SOCIAL Y LAS 

CAPACIDADES INSTITUCIONALES PARA GARANTIZAR EL DERECHO 

HUMANO A LA ALIMENTACIÓN Y LA SOBERANÍA ALIMENTARIA 

 

 



 

3. JUVENTUD CON DERECHOS PLENOS 

 

4. MUJERES EMPODERADAS 

 

Los actores fundamentales de esta propuesta están en el centro de todas las 

decisiones y estrategias que se asuman desde esta plataforma. Todos aquellos y 

aquellas que experimenten o compartan su sentido de indignación con la opresión 

y la injusticia están invitados a sumar con sus voces, propuestas y caminos para 

hacer posible una nueva forma de hacer política, desde abajo y con la gente. 

 

Por lo anterior, presentamos a continuación, nuestra agenda programática abierta 

a sus propuestas y experiencias. 

 

1. CONTEXTO. 

 

Tanto en Colombia como en la región, los gobiernos de corte neoliberal con 

profundas raíces en las lógicas guerreristas, punitivas de mano dura, han generado 

un malestar de tal calado que se ha generalizado en el sentir mayoritario la 

necesidad del cambio. El estallido social, no solo reflejó la reacción inmediata por la 

hambruna y la escasez que evidenció la pandemia por Covid 19, sino un acumulado 

de insatisfacción e indignación por la cadena de opresiones que marcan la historia 

del siglo XX y las dos décadas del siglo XXI. 

 

En Colombia el abandono histórico del Estado, no solo de regiones enteras del país, 

sino de territorios excluidos dentro de sus mismas ciudades en sus bordes urbano - 

rurales, en sus extremos; la violencia estructural de la desigualdad acumulada tras 

siglos de gobiernos al servicio del capital extranjero, la especulación financiera e 

inmobiliaria, los modelos hacendatarios y neoliberales; el impacto de un sector de 

clase oligárquica que ha construido una gobernanza sobre los delirios de la muerte 

y la concepción del enemigo interno;  los efectos de una economía que ha sido 

corroída por la rentas ilegales y la larga tradición de un sistema económico que 

concentra la tierra y la riqueza en muy pocas manos; es una realidad que nuestra 

sociedad ya no puede seguir naturalizando como un modelo de país obligado e 

insalvable. 

 

La centralidad del poder, blanca, patriarcal, violenta, corrupta, depredadora de la 

naturaleza está siendo escrutada por las mayorías. Tras largos periodos de 

resistencias, silencios constructivos y memorias libertarias, se alzan en el contexto 

contemporáneo múltiples expresiones que defienden la vida, la dignidad, el cuidado, 

la igualdad, la sororidad, lo público, lo común, lo justo como un horizonte de sentido. 

 



 

Los efectos de un crónico conflicto armado interno que ha dejado millones de 

muertos, desplazados, cientos de desaparecidos, 6402 falsos positivos, impunidad 

y desconfianza en las instituciones, está siendo desvelado desde múltiples estrados 

institucionales, sociales y políticos. 

 

La corrupción como fenómeno que guarda relación con una forma de gobierno 

desde el privilegio que estigmatizó el Estado con las narrativas neoliberales, está 

siendo ampliamente rechazada. A pesar de que esta tiene una larga tradición en la 

cultura política contemporánea, como praxis pública está siendo ampliamente 

señalada como inmoral. Uno de los peores señalamientos que puede tener un actor 

político en el contexto contemporáneo, es el de ser corrupto. 

 

Colombia entonces, está ad-portas de un largo proceso de cambio, no hay marcha 

atrás y esto depende de la voluntad de las mayorías. Temas tan cruciales como el 

fortalecimiento de lo público, la transición energética, la política de drogas, los flujos 

migratorios, la transformación territorial para la superación segregación socio 

espacial, el cierre de los ciclos de violencia armada, la soberanía alimentaria, la 

inclusión productiva y el desarrollo de las capacidades productivas de sectores 

subalternizados, hacen parte de la agenda pública del país. 

 

Bogotá en el contexto de la agenda del cambio. Retos y perspectivas. 

 

Por su parte Bogotá, como ciudad capital, vive profundas desigualdades, violencias, 

hambre y una altísima pérdida de su capital público. Para el año 2023, según datos 

DANE, Bogotá es la ciudad más desigual del país con un coeficiente de GINI de 

0.54.  

 

Para el año 2024 la pobreza multidimensional1 creció 1.8 p. p con relación al 2023, 

pasando de 3.6% a 5.4%. Y cuanto a la pobreza monetaria2, el DANE reporta que 

Bogotá pasó del 24.1% al 19.6% evidenciándose que, a pesar de la leve 

disminución, la tendencia se mantiene; casi la cuarta parte de la población de la 

ciudad no cuenta con los ingresos mensuales suficientes para cubrir gastos 

esenciales como vivienda, transporte, ropa, calzado entre otros.  De otra parte, en 

cuanto a la pobreza extrema se reporta que la ciudad pasó de 5.9% en 2023 a 4.1% 

                                                            
1 El Índice de Pobreza Multidimensional - IPM - es una medición de la pobreza que refleja las múltiples carencias 
que enfrentan las personas pobres al mismo tiempo en áreas como educación, salud, entre otros.  
2 El DANE define la pobreza montería: “Cuando un hogar no tiene suficiente ingreso mensual para cubrir rubros de 
gastos esenciales (e.j. vivienda, transporte, ropa y calzado, entre otros) entonces dicho hogar se encuentra en 
condición de pobreza. Y pobreza extrema, “Cuando un hogar no tiene suficiente ingreso mensual para adquirir una 
canasta básica de alimentos entonces dicho hogar se encuentra en condición de pobreza extrema”. 



 

en 2024; es decir, estos hogares no logran cubrir una canasta básica de alimentos 

experimentando hambre. 

 

Bogotá se ha configurado históricamente como una ciudad de desigualdades y el 

modelo de ciudad neoliberal que se profundizó con las administraciones de los 

alcaldes Enrique Peñalosa, Claudia López y Carlos Galán, la ha dejado endeudada, 

fracturada e inviable en los mínimos propios de los principios del derecho a la 

ciudad. 

 

En primer lugar, este modelo neoliberal se ha venido consolidando gracias al 

carácter de los Planes de Ordenamiento Territorial de los últimos años, los cuales 

han privilegiado el crecimiento urbanístico indiscriminado, el modelo de transporte 

masivo de combustible fósil y el endurecimiento de la ciudad, depredando la 

Estructura Ecológica Principal. El ordenamiento alrededor del agua con tecnologías 

limpias y modelos de transporte férreos, hacia una transición energética y la 

preservación de todas las formas de vida ha sido postergado por la avaricia de la 

especulación inmobiliaria y los negocios alrededor del transporte, específicamente 

TRANSMILENIO.  

 

En segundo lugar, estas administraciones, unas con más énfasis que otras, han 

privilegiado el abordaje de la realidad social y económica de la ciudad con medidas 

de corto plazo, acompasada con enfoques represivos. La seguridad humana como 

modelo integrador que actúa sobre las causas de las conflictividades sociales y 

económicas no ha logrado materializarse de forma cierta. Por el contrario, se han 

impulsado modelos de seguridad, en los que el eje estructurante es el uso de la 

fuerza. En el caso del alcalde Galán incluso ha impulsado la creación de figuras 

problemáticas como los “Guardianes del Orden” 

 

En tercer lugar, no por esto menos importante que los otros, la ciudad ha venido 

debilitando y reduciendo su vocación pública. Importantes entidades con trayectoria 

y capacidades se han venido eliminando, tercerizando y quebrando. Por ejemplo, 

con la administración de la alcaldesa Claudia López se creó el vehículo financiero 

Atenea con el cual se dispersan recursos para educación superior a instituciones 

privadas, debilitando con esto el presupuesto y capacidades de la Universidad 

Distrital. Con el alcalde Galán para el presupuesto anual del 2025, Atenea le fue 

asignado un presupuesto 22 veces mayor que el de la Universidad Distrital. Así 

mismo se ha venido tercerizando las labores en la Secretaría de Integración Social, 

en Secretaría de Educación y entidades técnicas como la Secretaría de Hacienda y 

Catastro Distrital. ETB gran activo de la ciudad está en la mira de ser quebrada para 

ser vendida a bajo precio a inversionistas extranjeros. 

 



 

Y en cuarto lugar, sumado a la gran problemática esbozada, la precaria iniciativa en 

materia de desarrollo económico, con metas cortas y recursos escasos, ha ido 

desfinanciado propuestas de fondo para incentivar la industria y fortalecer la 

economía popular. 

 

PROPUESTAS LEGISLATIVAS 

 

 

I. FORTALECIMIENTO DE LA ECONOMÍA POPULAR Y EL 

COOPERATIVISMO CON ENFOQUES DIFERENCIALES PARA MUJERES 

Y JÓVENES. 

 

Bogotá representa cerca del 20% del PIB nacional. En esta, el sector productivo 

predominante, es el de comercio y servicios, con una alta participación de las micro, 

pequeñas y medianas empresas - MiPymes (97.9% del total de Bogotá). De estas, 

el 43,6% de las empresas activas, durante el primer trimestre de 2025 se dedicaron 

al sector comercio.  

 

De otra parte, según el DANE, en su Boletín Técnico publicado el 13 de agosto de 

2025, en Bogotá la proporción de ocupación informal fue del 35,6% de la población 

ocupada. Esto significa que más de un tercio de quienes trabajan lo hacen sin 

acceso pleno a seguridad social o en actividades no registradas formalmente. 

 

En las principales ciudades, el comportamiento muestra que la informalidad afecta 

de forma similar a hombres y mujeres: Mujeres 41,0% y Hombres 42,3%. En Bogotá 

esta brecha es pequeña, lo que indica que el fenómeno de la informalidad se 

distribuye casi por igual entre géneros. 

Este panorama confirma que, en el segundo trimestre de 2025, Bogotá mantiene un 

nivel significativo de informalidad, concentrado en microemprendimientos y trabajo 

independiente, lo que evidencia la necesidad de políticas integrales que dignifiquen 

y fortalezcan estas formas de trabajo. 

En este sentido precisar, las actividades productivas informales son entendidas 

como actividades realizadas por personas y unidades económicas que, en la ley o 

en la práctica, no están cubiertas por arreglos formales. Así mismo, la Economía 

Popular, se refiere esencialmente a las actividades productivas de las unidades 

económicas de baja escala (PND 2022 - 2026). Esta conceptualización reconoce la 

riqueza y desarrollo que generan los circuitos económicos de unidades económicas 

personales, domésticas, comunitarias, micro negocios y microempresas que 

producen, distribuyen y comercializan a baja escala. Esta incluye, los circuitos que 



 

generan los oficios artesanales, culturales, labores del cuidado y actividades de 

bienes y servicios barriales, comunitarias y locales. 

La economía popular, además de permitirnos comprender las lógicas de producción 

y generación de riqueza en sectores populares, rurales y de pequeña escala, 

contribuye en la superación de la idea negativa de la informalidad como comercios 

dispersos, piratas e ilegales.  

 

Actualmente se reconoce que los actores de la Economía Popular pueden realizar 

sus actividades de manera individual, en unidades económicas, u organizados de 

manera asociativa y en el actual PND se recomienda: 

 
● Definir un marco institucional para su inclusión socioeconómica y 

sociocultural que fortalezca su capacidad de generación de ingresos.  
 

● Reconocer, caracterizar y visibilizar la magnitud y aporte a la sociedad tanto 
en las actividades económicas de mercado como no mercantiles o 
comunitarias.  

 
● Diseñar alianzas público-populares con el fin de constituir instancias de 

representación colectiva para la interlocución con el Estado y otros actores. 
 

● Generar Procesos de participación vinculantes con actores de la Economía 
Popular, que reconozca sus realidades, y a partir de allí se formulen las 
políticas públicas que les beneficie. 

 
Economía Social y Solidaria: otra mirada complementaria 

Otro concepto clave para reflexionar es el de la Economía Social, que comprende 

los recursos, actividades e instituciones que organizan la producción, distribución, 

financiamiento y consumo bajo principios de solidaridad y autoridad legítima. Su 

finalidad no es el lucro ilimitado, sino responder a las necesidades de los 

trabajadores, sus familias, comunidades y de la propia naturaleza. 

Se denomina “social” porque no se limita a producir y vender bienes y servicios, sino 

que busca humanizar las relaciones económicas y fortalecer vínculos solidarios y 

responsables en la sociedad. Según el Instituto Nacional de Asociativismo y 

Economía Social (Argentina), la Economía Solidaria se construye a partir de tres 

ejes: Popular Solidaria, Pública Solidaria y Empresarial Solidaria. 

En este orden de ideas, no se trata únicamente de formalizar, sino de proteger, 

dignificar y potenciar el trabajo que ya existe. Con estas medidas, los trabajadores 

de la economía popular podrían acceder a mayor seguridad, formación, 

financiamiento y espacios colectivos que les permitan mejorar sus condiciones de 



 

vida. 

En este orden de ideas, las propuestas puntuales son: 

1.Construir participativamente una iniciativa legislativa que de un marco 

institucional para la inclusión socioeconómica y sociocultural de la economía 

popular y fortalezca su capacidad de generación de ingresos  

 
Esta iniciativa de ley busca generar instrumentos de política pública para reconocer, 

caracterizar y visibilizar la magnitud y aporte de la economía popular a la economía 

del país, incluyendo las actividades de mercado no mercantiles y comunitarias. Los 

componentes principales de esta iniciativa son: 

 
1.1 Fortalecimiento de Redes de apoyo y la organización colectiva 

 

Con esta se incentivará la creación de cooperativas de trabajo, asociaciones y redes 

de ayuda mutua. Y se promoverá espacios de comercialización directa (ferias 

locales, plataformas digitales comunitarias). 

  

1.2 Formación y fortalecimiento de capacidades en unidades populares 

 

Programas gratuitos de capacitación en administración, contabilidad básica, 

marketing digital y oficios técnicos esto en articulación con instituciones públicas. 

 

Se promoverán las escuelas de emprendimiento popular que fortalezcan 

microempresas y actividades familiares. 

   

1.3  Acceso a crédito y financiamiento inclusivo 

 

Un elemento central de esta iniciativa se concentrará en el acceso real al crédito, 

entre esto, fondos de microcrédito con tasas bajas y requisitos simples y promover 

líneas de crédito con la banca estatal que fortalezcan la capacidad de ahorro y 

préstamo. 

 

  

1.4.  Simplificar la formalización 

 

Se desarrollarán procesos de formalización rápido, digital y sin costos altos. Así 

mismo, se ofrecerán beneficios claros por formalizarse: acceso a créditos, inclusión 

en ferias comerciales, compras públicas y subsidios. 

 

  



 

1.5.  Protección y reconocimiento social 

 

Se reconocerá legal y socialmente la economía popular e informal como parte 

esencial del tejido económico. Y con esto, implementar políticas de bienestar 

(guarderías, salud cercana, programas de vivienda) que mejoren la calidad de vida. 

 

1.6 Fortalecimiento de Unidades Populares rurales 

 

Se reconocerán, caracterizarán y fortalecerán unidades populares en ruralidad, con 

el ánimo de generar circuitos económicos de corto alcance. 

 

Economía Popular y Juventudes 

 

Esta iniciativa legislativa tendrá un énfasis especial en jóvenes populares al 

reconocer que sus problemáticas y necesidades de inclusión social, política y 

económica aún no cuentan con ofertas públicas y sociales efectivas. En Bogotá el 

32.5% de los jóvenes trabajan en la informalidad (DANE, 2024) y no se cuenta con 

datos ciertos sobre los jóvenes asociados en cooperativas. 

 

De otra parte, a pesar del recorrido institucional, fruto de la movilización juvenil, las 

20 plataformas locales de juventudes no logran canalizar y dar respuesta a todas 

las necesidades de esta población. Las convocatorias que realiza el IDPAC o la 

Secretaría de Integración Social siguen siendo tímidas ante la magnitud y 

complejidad de la realidad de esta población. En 2024 tan solo recibieron incentivos, 

25 organizaciones juveniles por parte del IDPAC y las 18 Casas de Juventud, solo 

atendió un poco más de 10 mil jóvenes en ese mismo año. 

Con el PND 2022 - 2024 se propone incentivos para el acceso de jóvenes a la banca 

y la contratación estatal, en esto precisar que los jóvenes entre 18 y 25 años lideran 

el uso de depósitos de bajo monto (81,8%) y el acceso a crédito se concentra en 26–

65 años, lo que sugiere brecha de crédito juvenil.  

PROPUESTAS LEGISLATIVAS 

 

Se proponen iniciativas legislativas encaminadas a. 

 

1.Fomento y acceso flexible para jóvenes a crédito productivo. Generar cupos 

y garantías etarias para el rango entre 18 y 28 años con el Banco Agrario y con 

la Banca Privada. 

 

2.Flexibilización de requisitos para contratación estatal y acompañamiento 

específico para ofertas SECOP. Hoy existen puertas concretas para que 



 

colectivos juveniles y cooperativas accedan a contratos públicos (Decretos 

142/2023 y 874/2024, y Mi Mercado Popular). Lo que falta es acompañar el registro 

en SECOP II y bajar requisitos a primera oferta (garantías y experiencia) con rutas 

diferenciales para jóvenes entre 18–28,   

 

3.Ley de Organizaciones Productivas Juveniles (OPJ). Organizarse en 48 

horas (OPJ). 

 

Con esta iniciativa se busca que Unidades Populares de 3–15 jóvenes puedan organizarse 

y formalizarse en 48 horas, con reglas simples y acompañamiento, para venderle al 

Estado y al mercado. Con este se busca superar barreras administrativas relacionadas con 

los trámites de formalización, así como garantizar el acceso de iniciativas comunitarias 

como: ollas, oficios, cultura, logística, techo barrio, etc. 

 

Con esta misma iniciativa se busca la bancarización temprana, Registro único digital (portal 

nacional): nombre, responsables, actividad, localidad. Costo cero de constitución y 

renovación el primer año, contabilidad simplificada. Elección de forma breve: 

asociación/cooperativa simplificada o “OPJ”. Cuenta digital y QR de cobro activados al 

momento del registro. 

 

Además generar articulación con instituciones como el SENA para resolver modelos de 

costos, calidad, facturación, licitaciones. 

4.Creación del SELLO JOVEN. Venderle al Estado de tu barrio con pagos a 30 

días 

Con este se busca abrir con urgencia, mercado para que OPJ y MiPymes juveniles 

puedan venderle al colegio, hospital, jardín, cultura y comedores del territorio, con 

pagos rápidos.   

Entre sus componentes fundamentales incluye: 1) creación del Sello Joven en 

Colombia Compra/SECOP, etiqueta y subasta/convocatoria dedicada para 

compras menores y catálogos locales. La Reserva/cuota mínima (10–20% de 

compras menores en cada entidad territorial) para oferentes con Sello Joven/OPJ. 

Pagos a 15–30 días como regla + anticipo mínimo 30% en contratos de 

suministro/servicios simples. Factoring electrónico automático de facturas 

públicas con garantía estatal parcial. Ruedas de Compra Local trimestrales con 

IPES/SDE/secretarías; catálogos por localidad. 

Los criterios de puntaje y control deben considerar, las propuestas de juventudes, 

localización, economía popular, huella de cuidado/ambiental, Pliegos tipo simples 

(fichas técnicas claras, requisitos proporcionales), tablero público de procesos con 

Sello Joven y trazabilidad, por norma de Gobierno Abierto que además motiva a las 



 

demás colectividades. 

 

 

2. ORGANIZACIÓN SOCIAL Y POLÍTICA PARA LA SOBERANÍA ALIMENTARIA.  

 
En Colombia el Derecho Humano a la Alimentación y a la Nutrición Adecuada ha 

sido vulnerado de forma sostenida. El hambre es un flagelo que obedece a las 

desigualdades y a las privaciones económicas que en Colombia no se han logrado 

erradicar de forma estructural. Incluso en Bogotá, centro de poder económico y 

político, la hambruna es una grave problemática en diversos territorios urbanos y 

rurales de la ciudad, siendo los niños y niñas los más afectados. 

 

Los estudios sobre inseguridad alimentaria indican que la inseguridad alimentaria 

contempla una ruta de vulneraciones. En un primer momento, inicia con la 

preocupación sobre la capacidad de conseguir alimentos suficientes y nutritivos y si 

ésta agudiza, el paso siguiente será realizar cambios en la dieta, disminuyendo la 

calidad y variedad de los alimentos. Finalmente, en etapas más avanzadas de la 

inseguridad alimentaria, se disminuyen las cantidades de alimentos consumidas por 

los hogares o individuos.  

 
En este orden es claro que el fenómeno del hambre guarda relación directa con las 

carencias económicas; por lo tanto, las políticas de soberanía alimentaria según el 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales3, el contenido básico del 

derecho a una alimentación adecuada comprende medidas de: disponibilidad, 

accesibilidad, adecuación y sostenibilidad. 

 

En Bogotá el fenómeno del hambre ha sido abordado desde diferentes enfoques, 

unos más asistencialistas e inefectivos que otros; realidad que nos obliga a revisar 

e insistir en la materialización de una política pública integral que garantice el 

derecho humano a la alimentación. En este orden de ideas, Bogotá tiene de una 

parte, antecedentes importantes con el primer programa “Bogotá sin Hambre” en 

2012 con el cual se crearon 300 comedores comunitarios; así como una realidad 

                                                            
3 La disponibilidad de alimentos en cantidad y calidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias 

de los individuos, sin sustancias nocivas, y aceptables para una cultura determinada. La accesibilidad de esos 
alimentos en formas que sean sostenibles y que no dificulten el goce de otros derechos humanos. Comprende 
la accesibilidad económica y la accesibilidad física.La adecuación, que enfatiza en factores que deben tenerse 
en cuenta para determinar si se puede considerar que ciertas formas de alimentos o regímenes de alimentación 
son las más adecuadas en determinadas circunstancias. El significado de adecuación, por tanto, está 
determinado por las condiciones sociales, económicas, culturales, climáticas, ecológicas y de otro tipo 
imperantes en cada contexto y cada momento.La sostenibilidad, que entraña la posibilidad de acceso a los 
alimentos por parte de las generaciones presentes y futuras, por lo cual implica la disponibilidad y accesibilidad 
a largo plazo. 



 

inocultable de hambre que tiene un pico aciago en el 2020 en el que el 23% de la 

población de la ciudad experimentó seguridad alimentaria 

 
 
Cuadro. Trayectoria del hambre en Bogotá. 
 

 
Fuente: Revista la Silla Vacía 2024 

 
Según datos de la Secretaría de Salud del Distrito refiere que entre 2023 y 2024, el 

porcentaje de personas en Bogotá con inseguridad alimentaria moderada o 

grave4 disminuyó del 21,2% al 13,9%. Y en cuanto a la inseguridad alimentaria 

grave5: se redujo del 4,7% en 2023 al 2,8% en 2024.  

 

De otra parte, proyecciones de diversas ONG estiman que al menos 600.000 

personas en Bogotá experimentaron inseguridad alimentaria en 2024. 

 

Por lo tanto, para lograr que la población de Bogotá tenga una alimentación 

suficiente, adecuada, sana e inocua que conlleve progresivamente a la 

soberanía alimentaria y garantice el derecho humano a la alimentación. 

 

 

PROPUESTAS LEGISLATIVAS 

 

2.1. Fomento y fortalecimiento de la agroecología. Huertas caseras. 

Producción Local de Alimentos de Bogotá en articulación con comunidades 

campesinas en la ciudad. 

 

                                                            
4 La inseguridad alimentaria moderada ocurre cuando las personas tienen que reducir la calidad o la cantidad 
de los alimentos que consumen de forma regular, o cuando se ven obligadas a utilizar estrategias de 
afrontamiento como comer alimentos menos preferidos o menores porciones para acceder a alimentos 
suficientes.  
5 cuando las personas pasan uno o más días sin comer. 



 

Impulsaremos iniciativas legislativas para promover y fortalecer la agroecología en 

las zonas rurales de Bogotá y en esto puntualmente, fortalecer prácticas aprendidas 

por las familias campesinas como: i) despensas de semillas, ii) producción agrícola 

doméstica, iii) patios productivos, iv) huertas familiares, escolares y comunitarias y 

v) Fortalecimiento de organizaciones campesinas con la participación especial de 

jóvenes y mujeres rurales. En este sentido se construirán estrategias para la 

inclusión de familias campesinas y de pueblos étnicos que residen en la ciudad y 

que tienen importantes saberes para la producción alimentaria. 

 

2.2 Centros públicos de Acopio de Alimentos y estrategias de Precio Justo. 

 

Se impulsará la puesta en marcha de Centros de Acopio de Alimentos de carácter 

público para el depósito y expendio al mayor o al detal, en alianza con 

organizaciones campesinas para la distribución y comercialización en una 

perspectiva de Precio Justo. 

 

2.3 Incentivos para jóvenes productores agrícolas 

 

Se crearán incentivos para la participación de jóvenes en la producción y 

comercialización de actividades agrícolas en las zonas de rural de Bogotá con el 

acceso a educación superior, crédito y asesoría agrícola. 

 

2.4 Desarrollo de infraestructuras para la el transporte de productos agrícolas 

áreas rurales y centros de acopio en Bogotá 

 

Se realizará ejercicio de control político, seguimiento e iniciativas de ley para la 

generación de infraestructura para el transporte de productos agrícolas en áreas 

rurales de Bogotá. 

 

2.5 Fortalecimiento del tejido social para la soberanía alimentaria - Ollas 

comunitarias y Comedores Comunitarios itinerantes. 

 

Las Ollas Comunitarias son procesos organizativos que se han desarrollado como 

respuesta de carácter local ante las situaciones de hambruna y calamidad. Con esta 

iniciativa además de proveer alimentos, han generado relaciones, vínculos y 

estrategias para la superación de sus problemáticas. Por lo anterior se propone 

fortalecer su capacidad alimentaria, sus mecanismos de coordinación y su papel en 

todo el sistema de la Política Pública para garantizar el derecho humano a la 

alimentación. 

 

3. JUVENTUD CON DERECHOS PLENOS 



 

 

Actualmente Colombia cuenta con aproximadamente 12.6 millones de jóvenes, la 

categoría de juventud la trae el artículo 5 de la Ley 1622 de 2013 (Estatuto de 

ciudadanía juvenil) que dice que son jóvenes las personas entre los 14 y 28 años. 

En Bogotá para el 2023, según el DANE es de 1.848.979 personas, constituyendo 

el 23,2% de la población total de la ciudad. De estos, el 37,9 % de los jóvenes se 

encontraba en situación de pobreza monetaria y el 6,5 % en pobreza 

multidimensional, mientras que, de acuerdo con el Sisbén (2024), el 44,4 % de la 

juventud se clasificó en condición de pobreza o vulnerabilidad (grupos A, B y C), es 

decir, casi la mitad de la población juvenil en la ciudad experimenta brechas y 

exclusiones en en el orden económico, político y social. Así mismo, la juventud ha 

sido estigmatizada, hecho social que le ha impuesto múltiples barreras para su 

inclusión social y económica. Por ejemplo la ONG TEMBLORES, (2020) denuncia 

que, se ha identificado un mayor riesgo de abuso policial para los jóvenes. 

 

Para el año 2020 un 60,6% de la totalidad de los jóvenes del Distrito está 

concentrado en 5 de las 20 localidades: Suba con 15,5%, Kennedy con 15,3%, 

Engativá con 10,3%, Ciudad Bolívar con 10% y Bosa con 9,5%. Las localidades con 

el menor porcentaje de jóvenes son Sumapaz con 0,01% y La Candelaria con 0,3%. 

 

En materia de educación, en especial cobertura y acceso, la mayoría de los jóvenes 

colombianos logra terminar la educación básica y media, pero la transición a la 

educación superior es desigual. Según cifras recientes, menos de la mitad de los 

bachilleres accede a la universidad o a la educación técnica y tecnológica. Siendo 

este uno de los mayores retos. Muchos abandonan la educación superior por falta 

de recursos, necesidad de trabajar o porque no ven utilidad en la formación frente 

al mercado laboral.  

 

Según la Secretaría de Desarrollo Económico, en junio-agosto de 2024, la tasa de 

desempleo juvenil también aumentó al 16,1 %. Aunque la población joven ocupada 

creció en un 2,0 %, alcanzando los 949 mil, un 32,5 % de estos jóvenes se encuentra 

en condiciones de informalidad, lo que evidencia la necesidad de reforzar políticas 

que promuevan empleos formales y garanticen la protección social. En este orde 

decir, que las mujeres jóvenes enfrentan mayores barreras para el acceso a un 

empleo formal. 

 

El sector de alojamiento y servicios de comida han impulsado el empleo juvenil, con 

un importante incremento en las personas ocupadas. Por otro lado, ramas como la 

administración pública y el comercio han registrado las mayores reducciones en la 

ocupación joven. 

 



 

 

PROPUESTAS LEGISLATIVAS:  

 

1. Educación y formación para el futuro  

Acceso universal a la educación superior pública: Proyecto de ley para que los 

jóvenes de estratos 1, 2 y 3 tengan matrícula cero garantizada y subsidios de 

sostenimiento en universidades e instituciones técnicas/tecnológicas.  

 

2. Fortalecimiento de la educación técnica y digital: Crear un Sistema Nacional 

de Formación Digital y Emprendimiento que prepare a jóvenes en programación, 

inteligencia artificial, energías limpias y oficios del futuro.  

 

3. Conexión educación-empleo: Obligar a que las universidades y el SENA tengan 

convenios con empresas para pasantías pagas, como requisito de acreditación de 

programas.  

 

4. Trabajo digno y emprendimiento. Primer empleo garantizado: Incentivos 

tributarios a empresas que contraten jóvenes recién egresados con contratos 

formales de mínimo un año.  

 

5. Banco de emprendimiento juvenil: Fondo nacional con líneas de crédito 

blandas y capital semilla para emprendimientos liderados por jóvenes, con énfasis 

en economía digital, cultural y verde.  

 

6. Reforma laboral juvenil: Propuesta de ley que limite las prácticas no 

remuneradas y fomente la contratación con seguridad social.  

 

7. Participación política y social (Ley 1622 de 2013 modificada por la Ley 1885 

de). Iniciativa para que los Consejos de Juventud tengan presupuesto propio y 

capacidad de incidencia real en la planeación local.  

 

8. Obligatoriedad de que las alcaldías y gobernaciones consulten a los 

Consejos de Juventud en sus planes de desarrollo.  

 

9. Crear una Defensoría Delegada para la Juventud que vigile el cumplimiento 

de derechos juveniles.  

 

10. Presupuesto participativo juvenil: Garantizar que un porcentaje mínimo del 

presupuesto de inversión local sea decidido por asambleas juveniles.  

 

11. Digitalización de la participación: Plataforma nacional para que jóvenes 



 

puedan presentar iniciativas legislativas y de control ciudadano en línea. 4. Cultura, 

deporte y recreación  

 

12. Ley de fomento a industrias creativas juveniles: Recursos para jóvenes 

artistas, músicos, deportistas y gestores culturales, con énfasis en barrios 

populares.  

 

13. Red de espacios culturales juveniles: Centros en barrios de Bogotá para arte, 

música, deporte y formación ciudadana, con presupuesto nacional.  

 

14. Salud y bienestar juvenil: Crear un Sistema Nacional de Prevención del 

Suicidio Juvenil, con atención psicológica gratuita en colegios y universidades.  

 

15. Acceso a salud sexual y reproductiva: Garantizar gratuidad en métodos 

anticonceptivos y programas de educación sexual integral. 

 

4. MUJERES EMPODERADAS 

 

En Bogotá a 2025, de los 7.937.898, 4.135.867 (52.1%) son mujeres. La mayor 

proporción de mujeres se encuentra entre los entre 25 y 39 años, y por ubicación 

territorial, la localidad con más mujeres es la de Suba. 

 
Cuadro: Cantidad de Mujeres y Cantidad de hombres en la Pirámide poblacional de 
Bogotá. 2025 

 
Fuente: Saludata, 2025 

 
Según datos DANE, Bogotá atraviesa una recomposición demográfica hacia el 

envejecimiento progresivo de la población de mujeres y la disminución de mujeres 

jóvenes, es es fundamentalmente debido a: 



 

 

• Las mujeres viven más: Para 2035, se proyecta que las mujeres tengan 

una esperanza de vida mayor que los hombres (83,3 años Vs. 78,7), lo que 

intensifica su exposición a riesgos económicos y sociales en la vejez, incluidos el 

abandono, las enfermedades crónicas y la pobreza. 

 

• Aumento acelerado del envejecimiento: El índice de envejecimiento de las 

mujeres en Bogotá, previsto para 2025, es de 75,3 y resulta superior al de los 

hombres, que se sitúa en 48,9. En 2035, este índice para las mujeres aumentaría a 

124,3, mientras que el de los hombres llegaría a 78,0, lo cual revela un aumento 

acelerado del envejecimiento de la población de mujeres 

 

• Disminución de las mujeres jóvenes: Con relación a la población de 

mujeres de 18 años o más, se proyecta una reducción del grupo etario comprendido 

entre 18 y 29 años, que pasaría de 23,3 % en 2025 a 17,4 % en 2035, lo que puede 

generar impactos en el tamaño y composición futura de la fuerza laboral femenina. 

 

• La proporción entre mujeres y hombres se mantiene: En 2025 el índice 

de feminidad es de 108,8 (109 mujeres por cada 100 hombres) y para 2035 se 

proyecta en 108,9. Es decir, no se observa un cambio significativo en este índice en 

el periodo analizado. 

 

• Fecundidad a la baja, pero aumento de violencias sexuales con niñas 

de 10 a 14 años: A pesar de la tendencia general a la baja en la tasa global de 

fecundidad desde hace algunos años y de cara a 2035, se observan aumentos 

recientes en la tasa específica de fecundidad de niñas de 10 a 14 años, en un 

contexto de alta violencia sexual: 9 de cada 10 víctimas de este tipo de violencia 

son mujeres y 8 de cada 10 son menores de edad. Puntualmente, la tasa específica 

de fecundidad (TEF) en niñas de 10 a 14 años, aunque conservó una tendencia a 

la baja desde 2014, en 2023 y 2024 tuvo aumentos: de 0,6 nacimientos por cada 

1.000 mujeres en ese grupo de edad en 2022, aumentó a 0,7 en 2023 y a 0,8 en 

2024 (Saludata). 

 

En los temas productivos, son las mujeres jóvenes las más impactadas por la 

informalidad laboral, lo que se refleja en la ocupación laboral en trabajos de 

subsistencia, con bajos ingresos y sin seguridad social. Muchas mujeres apelan al 

autoempleo, con precarios emprendimientos como una forma de subsistencia.  

 

En 2024, la tasa de informalidad femenina en Bogotá subió del 31% al 33%, 

evidenciándose que muchas de estas mujeres son cabeza de hogar, migrantes o 

desplazadas. 



 

 

VIOLENCIAS DE GÉNERO 

 

La violencia contra la mujer (VCM) es un grave problema de salud y de 

relacionamiento social, así como una violación a los derechos humanos. En este 

orden de ideas, es oportuno decir que existen múltiples formas de ejercer las 

acciones violentas, relacionadas con factores como: valores de caracter patriarcal 

que sustentan formas de opresión, la inexistencia de igualdad, oportunidades y 

derechos; bajo acceso a la justicia, discriminación salarial y, en algunos casos, 

proviene del Estado que no garantiza la equidad en el acceso al poder. 

 

Para la Organización Mundial de la Salud (2021), la violencia contra la mujer se 

encuentra en auge y está generalizada en el mundo. En Bogotá, tanto solo entre el 

2020 y el 2023, aumentan los asesinatos, delitos sexuales, la violencia intrafamiliar 

y las lesiones personales como lo ha registrado el SIEDCO (Sistema de Información 

Estadístico Delincuencial y Contravencional). Y si lo analizamos por proporción, el 

71% de los casos de violencia intrafamiliar es contra mujeres, el 80% de delitos 

sexuales es contra las mujeres y el 43% de las lesiones personales es contra las 

mujeres. 

 

Para octubre de 2024, según datos de la Secretaría de la Mujer, por cada 10 hechos 

delictivos de alto impacto asociados con violencia física y ocurridos en la ciudad, 6 

tienen como víctima a una mujer. De las cifras de los delitos sexuales y de la 

violencia intrafamiliar son más preocupantes entre las mujeres: 7 de cada 10 

víctimas en Bogotá. 

 

En este sentido, es urgente fortalecer las medidas necesarias para la protección a 

las mujeres el acceso a la justicia con celeridad y sin sesgos machistas y para las 

garantías de no repetición. Por lo anterior, y con este breve esbozo de las realidades 

de las mujeres en Bogotá se propone. 

 

 

PROPUESTAS LEGISLATIVAS 

 

 

Con el fin profundizar las medidas de política pública y de coordinación institucional 

para garantizar y restablecer los derechos de las mujeres, y contribuir de forma 

progresiva y sostenible en la superación de las condiciones de injusticia, exclusión 

y violencias que viven las mujeres se propone: 

 

1.Construir una iniciativa legislativa para el Derecho de las Mujeres a la Ciudad 



 

que contemple como mínimo:  

 

1.1 Zonas seguras para mujeres y niñas. Crear medidas prioritarias para 

garantizar espacios públicos seguros para la libre movilidad con seguridad y sin 

riesgos para mujeres y niñas. Igualmente, construir iniciativas de ley para definir 

lineamientos, criterios técnicos, estrategias de ciudades seguras e inteligentes que 

orienten el diseño urbano, el sistema integral de transporte público y la 

infraestructura de movilidad. 

 

1.2 Modelo de Compras Seguras para la Inclusión productiva para Unidades 

Populares, Pequeñas y Medianas Empresas de Mujeres. Diseño e 

implementación de modelos de inclusión productiva y de fortalecimiento comercial 

para empresas pequeñas, medianas y unidades de economía popular en los que 

las mujeres tienen un liderazgo, que incluya un mecanismo de compra segura por 

parte de entidades estatales y de instituciones que ofertan con el Estado. 

 

13. Fortalecimiento de la asociatividad de iniciativas económicas de mujeres 

para el acceso al crédito y estrategias de comercialización. 

 

1.4 Fortalecimiento de observatorios locales con participación de 

organizaciones sociales y plataformas de derechos humanos para el monitoreo 

y gestión de violencias contras las mujeres en territorios con baja presencia estatal 

y altos índices de violencias armadas. 

 

1.5 Fortalecimiento del Sistema Distrital del Cuidado con la generación de 

medidas para reconocer social y económicamente las labores del cuidado que 

prestan mujeres adultas mayores. 

 

1.6 Generar iniciativas legislativas para fomentar la articulación de las 

políticas públicas de mujeres y equidad de género con las áreas de borde de 

la ciudad y con las ciudades colindantes, con el fin de fortalecer la agenda de los 

derechos de las mujeres y el enfoque de género. 

1.7 Fortalecer los mecanismos para la protección de mujeres y el 

acompañamiento necesario para el acceso urgente a la justicia. 

 

1.8 Promover incentivos en formación, ciencia y tecnología para mujeres 

académicas, investigadores y líderes sociales.  

 

Finalmente dejamos a consideración de quienes estén interesados en esta 

propuesta programática, para que se sumen con sus iniciativas y saberes. 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


